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PRESENTACION 

En el presente ensayo pretende ser una disquisición sobre lo qué es el bien 1urídico 
prpiedad en nuestro Código Penal. 

Se parte para este estudio de la siguiente definición de bien jurídico. ..bien jurídico 
penalmente tutelado es la relación de disponibilidad de un individuo con un objeto protegida 
por el Estado que revela su interés mediante la tipificación penal de las conductas que lo 
afectan." ( 1) 

Como presupuesto inicial se tiene que el ordenamiento jurídico es un cúmulo complejo 
que no se agota en el orden normativo, sino que también puede (y debe) integrarse con pre­
ceptos permisivos. "Estos preceptos permisivos no implican una contradicción con las nor• 
mas sino que, por el contrario, las presuponen, en un juego armónico de normas prohibitivas 
y preceptos permisivos." (2) 

A lo largo del ensayo se citan conc11ptos tales como antinormatividad, tipicidad conglo­
bante y antijuridicidad. Estos conceptos son claves para comprender el sentido de la exposi­
ción por lo que conviene aclararlos. 

En primer lugar, hay que decir que la antijuricidad surge de la antinormatividad (tipici­
dad penal). Se dice que la tipicidad penal implica una contrariedad con el orden normativo, 
no obstante. esta contrariedad no es suficiente para pensar de inmediato en la ex.istencia de 
la antijuridicidad (relación de contradicción de la conducta con el orden 1uridicol ya que es 
necesario hacer una averiguación sobre la existencia o no de una cusa de 1ust1ficación que se­
ria el orecepto permisivo Que ampara la conducta. Esto nos lleva a la necesaria idea de que e• 

1 t I Zaffaroni (Eugenio Raúl), Manual da Derecho Panal Parte General, Buenos Aires. Ediar. •• Edkih.n 
1979,p. 323 

'11 lbid. p. 321 
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ruzgador no dlbl canformall can II JUICIO de lipfcldld regar 11110 que debe " má allli· hacia 
la comprobacl6n da la tipacidad congloblnta. Esta Oltim, no • otra cosa qua ra averlguaci6n 
de la prahlbicl6n mediante un anlill111 del alcanGI prohibitivo de la norma ,ntagrando o .. can· 
qlobando" en al ordln normativo En do1 palabras. la tiplcldad cangloblnte puede ar un 
cn,.ac,,vn·· de la 11pieidad 11911 porque puede 111m1nar la caractar••'•ca de up,ca que tienen 

•. e•tas conduct• al hacer claro que son mir, en apa-iencra proh1blda1 parque et orden nor 
rn11ivu no quiere prohibirlas. antes bien. 1• permite 

La 1n11gniflcancia de la lfectamon excluye 1a t1plcldld. pero la m11111a mlu • puede ... 
tlblecei mad1111ta el UIO del rulclO di tlPICldad conglobante que VI e" pos del fin del ....,,. 
miento bulCldo por el Estado 1n I• prot11bic101111. • por eso que ic, 1111ignifk:ante o lo bru· 
•' del dallo ar bien jurldico IOlo puede .. rgn a la luz de la flnalldld gan•al que le da antldo 

c1i a1den normativo 
Eltll ensayo pretende enmarar• en 11t111llnaa111nenlel y ,11111 di em1'811C1r el 1111 

1iac, verdadero da la prapledld. primero como ani.. luega como bNIII y de_. COIIIO bien 
1ur1dicu penalmente bltelado Sublldia11aman11 pretendo analm• 11 en eltll antdlo el o .. 
cho Penal debe COIIIIRIII ... propim COIICIIPtol di PfOllildld y de los dllllil derachal nala 
.. •· PD• 11 cantrarao debe acudb a I• fuantas civiles para aphcarlas a1 fflOffllflto de la ave,, 
•1U1Cion de •a adec:uaclltn rfp,ca. Esto ax1g1. torzaan1nra. abandona• un cr•ter•o m11y en bo 
1111 de qua al Deracho Penal puede terlltl un criter,n ra1H1ta 

Ene ensayo tuvo come, fuente par11 .... cuat son11111ento 1a 111111 cuarta propuma po, •• 
L ic: Pablo Radrfguu en un pequefto '' ibllO m1meagraftado que 1lavaba como I itulo '"El 
Cunceptu Connrtuc,or,a1 de•• P,upalldlld' Acept11nu111ta te111 ya •1u1 •• misma era la IÑ1 
cuhe,•me cun el marco 19911e&1 qu .. tiab1am01 NOOgldo , qua 1,llaffloJ, de exponer en 1• lf 
,,.. amenores. P•a m1101 carnprensso, rte1 1ec1a, rr1111C11b11·111101 an III totalidad ena bllll. 
••amada cuarta· .. El dogn\Mtao .,...,., ,¡ue .ate, una ,r1tr11>r11ac1011 de •a oon1t1tuci6n • la 
exacta" En c••a maMI• .,, r91Ulfado df, ... cuns1tucc1onar, 'ttlflfflAtlCIII de 1011ur11t11 lltli 

1J1efigur■da por I• Dl'8ffll• da., argumentacinn S• 111 pai11t de qu• el' dll'IGho .. bietivo 
rte propiedad es la prima pr11ta de flllllf•11 cansr1tuc,on • pu11ble r.onclu11 que la propiedad 
es abmlutamente inv10lable. S1 • pa,te de que ei •rt1cu1u 60 da 1a canstltucl6n debe prevale 
ce.. 11 llagar1a poliblementa a orrc• 11a,1ta,to lqual• conctu11ones d1vergante1 cabria IOltl 
·•• ,.. 11 sostiene que hay contradcc1n,1 ""''• e• 11u1cul11 so,, 111 4& •• 11 • argumenta que la 
hay entre .,, primero y 11 11g11ndo pAt • afu rte 11111 u1t1mr, E· punto de partldl del ta6rica y 
dftl aplicado• del deracho no .. cientfficamen,e 1u1t1fablP 

Con tas an1ersore1 acJ11ac11,n,-,. c,eemos QU•· as polb11• 1n11md11 11 ld11d18111 tr■baJo 
., ,,spe, amos 11ncerament1 qua 11rv1 p•a rtatenene un mu11110 a pensar sabre lo que • Y lo 
que puede ser 11 apllcacil>n de la 18V Dlft•' t0bu iodo en 1,. que • rat•re • IOI 23 tipasclel 
1 IIUIO VII de nuntro C6digo Penal 

EL BIEN JURIDICO PROPIEDAD Y LA CUARTA TESIS 

En op1n16n da Radrfguar Devaa. la palabra propiedld no ha de rom•• en U IC8p, 
c1011e1 ciVfliltal o fHot6fic81 ConSNfera 1arnb16n un erro, el decir que tos 23 tipos que con­
forman me Tltulo VII de los dehlal con111 •a proplldld tangan par note comun 11 connl, 
tu11 un ataque al patrlmon10 considerado COfflO una unidad Para esfl autor nos hallamos an­
ta un problema jurldico-p1na1. y nut1f10 un1co 1nstrumanto de auxilio II er código, el mar 
permita usar 11 concapto de patrrmoruo de una manara especial. corno punto de referlnc_,a. 
de tal forma que los 23 tipos de 11re 1ltulr1 mn acciones que II dirsgen conrra '"ellffl1nto1 1n-
tagrant11 del patrlmoniO .•• (3) . . 

Welrel. entre otros. incorpora una po11e1ón 1ntermed11. Postula ~n concepto de patr1• 
mpnio acon6mico-iurldico al dec11 "as la a,ma de los val~ acon6mms puNtDI ~ dllpOli 
ci6n de alguian ba¡o la protección del ordenamiento Juríd~. contar~ a 1111 po11cl6n. PI' 
tanec•fan al patrimonio. ademis de 1u1 darachos, 111 poc11101111 1urldicam111tt protegido. 

QJ Rodrlguu OMN U- Maria), Dncbo Panal e.,.lol. Mtdrfd. G..,._ Clnll. IIXII Edlcl6n. 
P1r11 Élplclll. 1175, p. 322 



En nuestro código parece seguirse esta posicion 1riteMlt!dli1:-ya'"QU"é 'tbs'-ti})Os 1:>arecen· 
dirigirse a proteger un conjunto indeterminado de rela1:tiones1w~rlilnoó1a1is (lue gene­
ralmente tienen un valor económico. Si el lector ha itt11 pecfü:me ej-mtplns qtie fundamenten 
esta présunción, yo propondría, simplemente, el artículo 217: el estelionato. ·Este es uno de 
los tipos peor descritos e indeterminados que, sin embargo, ayuda a ejemplificar las relacio­
nes económicas y jurídicas que, íntimamente ligadas, dan por resultado la protección penal 
que ofrece el título VI 1. 

El nombre de delitos contra la propiedad es consecuente con la problemática constitu­
cional del art. 45. El querer llamar a este título "de delitos contra el1patrimonio" es un deseo 
desafortunado desde dos puntos de vista: primero e! concepto patrimonio no es puro, ni si­
quiera en el derecho privado donde tuvo su cuna (acplicarlo ayudaría a dar mas indetermina­
ción a la hora de leer los tipos, y nos traería como consecuencias serios aspectos contradicto• 
rios con el principio de legalidad, es decir, no estaríamos confeccionando ni tipos claros, ni 
tipos precisos, y mucho menos tipos delimitados} Y luego chocaríamos con la necesaria co­
rrelación que debe guardar el ordenamiento jurídico en sus conceptos, además de que es im­
posbile un ataque a la totalidad del complejo formado por el activo y el pasivo, •rya-,que 
siempre la sustracción, v. gr., de una de las cosas o bienes que son el objeto de esa r~ación 
jurídica patrimonial da lugar a una pretención al resarcimiento (o una acción reivindicatoria) 
de igual valor jurídico, aunque no económico." (4) 

Partiendo del supuesto según el cual estas razones nos impiden pensar en otro apelati­
vo que no sea el de propiedad para este título, podemos comenzar a desarrollar nuestra argu­
mentación. 

La cuestión constitucional no es ajena al problema de los delitos contra la propiedad; 
para algunos autores, implica, incluso, que el derecho a tener un patrimonio es un derecho 
natural reconocido por las leyes y no un mero producto parcial del legislador. Ya nos aden­
traremos en esta problemática. 

Buscando el bien jurídico tutelado en los delitos contra la propiedad, nos remitimos 
normalmente al artículo 45 constitucional que señala que la propiedad es inviolable. La her­
meneútica jurídica, que es la disciplina científica cuyo objeto es el estudio y la sistematiza­
ción de los principios y métodos interpretativos, nos enseña que la interpretación es la aplica­
ción de la hermeneútica, y nunca dos conceptos sinónimos. La hermeneútica descubre y fija 
los principios que rigen la interpretación; en pocas palabras, la hermeneútica es la teoría cien• 
tífica del arte de interpretar. Podríamos preguntarnos si el trabajo intelectual de la interpre­
tación es realmente necesario en la aplicación de la justicia penal. Para responder este cues­
tionamiento debemos de decir lo siguiente: el tipo existe, luego, hay un interés del legisládor 
en un ente; resulta como consecuencia necesaria que toda condUcta que se ajusta a un tipo 
contravenga una norma y afecte un bien jurídico. Esto significa, según lo que nos han ense­
ñado los doctrinistas, que la conducta por ser· típi~ es anti-normativa. Hay muchos casos en 
que una conducta no es antinormativa, aún cuando se adecue el tipo. Esto nos lleva a que te­
nemos delante dos labores básicas e importantes: estudiar la adecuación típica y estudiar el 
alcance de las normas que dan origen al tipo Y luego, ver la afectación del bien jurldico. Lo 
que estudiaremos como analistas de la realidad es lógicamente la adecuación real de las con­
ductas que es la tipicidad penal, es decir, nos tocará observar cuándo en el trajinar de la vida 
del hombre y en sus continuas relaciones interindividuales las situaciones v conductas se ade­
cuen a la de algún tipo penal y se afecte un bien jurídico. Para ponerlo en términos humorís­
ticos, no basta con meter todos los códigos penales en la carcel por un máximo permitido de 
25 aiios (tipicidad legal) sino que es necesario que la conducta real de un hombre se identifi­
que a la descripción que se halla en algún tipo penal. 

Zaffaroni dice que la tipicidad penal es igual a la tipicidad legal más la tipicidad congio: 
bante. La tipicidad conglobante es la averiguación de la prohibición mediante la indagación o 
búsqueda del alcance prohibitivo de la norma. Pero este trabajo no se hace aisladamente, sino 
que se toma en cuenta.el cúmulo de normas que forman parte del ordenamiento jurídico, el 

(4) Ro~rfguei Devesa, OD. cit., _p. 32i 
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cual no sólo está compuesto de normas prohibitivas, sino también de normas permisivas; es• 
tas últimas suponen lógicamente la existencia de normas anteriores; pero no es igual al juicio 
de antijuridicidad. 

Volviendo al asunto inicial, ya hemos dicho que al existir un tipo penal ya existe in­
cluido en el mismo un interés del legislador de tutelar un ente. Este interés del legislador 
puede demostrarse creando primero una norma. Sin embargo, el legislador puede brincarse 
esta etapa y pasar de una vez a crear un tipo penal, creando bienes jurídicos en los mismos 
tipos. La norma es un medio por el cual se valora un ente, es la pauta general de conducta: 
no usurparás el dominio público; este.caso nos lleva a concluir que hay normas que no están 
necesariamente en la Constitución como el punto más importante del ordenamiento, sino 
que pueden, o estar en la ley, o ser creadas por el tipo penal. Para que una conducta sea pe• 
nalmente típica tiene que violar la norma que la precede. Entonces, lhemos de decir que la 
norma que está detrás de todos estos tipos de título VII requieren de la violación de la nor­
ma: no violarás la propiedad? Este segundo cuestionamiento debemos unirlo al primero que 
nos refería el trabajo intelectual de la interpretación Y de la utilizac;ign cle,l m~t.QdO d\\ \~ \lú~, 
QJ.lfKia.,dti-biatl,\\il'.(~~~1¡_~~ ~" =\'Wi.~~ a\ parecer dos métodos disímiles que bus-
can un mismo objetivo: la interpretación, que es un elemento esencial y un presupuesto in• 
dispensable en fa aplicación de la norma jur(dica, porque lógicamente no se puede concebir 
la aplicación de una norma jur(dica que no sea previamente interpretada. Si por interpreta· 
ción se entiende el proceso lógico mediante el cual se señala y se pone en evidencia el conte• 
nido de la disposición legal o constitucional, cuando un concpeto constitucional es claro no 
debe buscarse uno oculto. El otro proceso que parece unirse a este es el de la búsqueda del 
bien jurídico tutelado en la integración de todo el sistema incluyendo preceptos permisivos v· 
prohibitivos a la vez. Se dijo que estos dos procesos eran disímiles, no obstante si se une la 
interpretación al segundo nos daremos cuenta que la aplicación del Derecho será más justa y 
estará tendiendo al objetivo o meta (lvalor?) que se propuso el legislador. No es que estemos 
afirmando aqu( que el juzgador deba interpretar el Código Penal. Ya sabemos que la "espada 
de Damócles". del principio de legalidad pesa sobre él y no pue.de...hacer una interpretación 
analógica o extensiva, ya que e:,0 violaría el-principio aÍ 4ue nemas hecho rererencia. No, lo 
que queremos decir es que el juzgador no puede quedarse solamente con la tipicidad legal, la 
que, en todo caso, no sólo no le dará aspectos claros y profundos para realizar su actividad, 
sino también, le ofrece el inconveniente de vérselas con la complicación propia de un legisla• 
dor que no supo verter con claridad su pensamiento en la elaboración y redacción de los ti• 
pos penales. La adecuación real tiene múltiples matices, y el juzgador no puede detener en 
meros elementos del tipo; tiene que ir más allá. Ha de interpretar sf, pero no el Código Penal, 
sino que debe dirigirse al sistema a buscar la norma Y de ah( a los preceptos normativos per• 
misivos o prohibitivos. 

Corresponde distinguir la interpretación del concepto de la integración. Como ya he• 
mos dicho con otras palabras, interpretar es desentrañar el sentido del texto; integrar es algo 
más. Integrar es determinar su extensión y su significado del ámbito plenario del Derecho co• 
mo sistema y orden establecido. 

La tesis- cuarta que nos presenta Pablo Roorfguez hace referencia a todo este problema • 
que nosotros hemos círcunscrito al problemá def Oérecho ·p-enal y del bTen- jÜr fdico. propie­
dad. 

Coincidimos con Pablo Rodríguez en que es dogmático sostener que sólo una interpre­
tación de la Constitución es exacta. La Constitución es un "legado de sacrificios y glorias"; 
las palabras de la Constitución están lejos de ser cosas fijas. Una palabra (como lo decía el 
ilustre juez Holmes) no es un cristal transparente e inmutable, "es la piel de un pensamiento 
vivo y puede mudar grandemente de color y contenido según las circunstancias y el momen­
to en q_ue es utilizada." El propósito del intérprete constitucional, mucho más que aplicar un 
método puro y quasi-matemático, es lograr óesentrañar el verdadero y correcto sentido de la 
norma constitucional en el momento de ser interpretada, congruentemente con los grandes 
propósitos y fines de la Constitución como los de proteger la dignidad del hombre y todos 
Sl:IS atributos, así como los ideales de justicia, igualdad, armonía y bienestar general, además 
de las exigencias de la vida social. 
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Coincidimos también en l,Je es .muy difícil, si no imposible, justificar científicamente 
el punto de partida del teórico y el del aplicador del derecho debido a.que en nuestra disci­
plina no es posible contar con conceptos válidos y unívocos que nos sirvan para todas las cir­
cunstancias y para todas las épocas; tal sería el caso de un teórico que nos diga que no hay 
contradicción entre el art. 45 y el art. 50 constitucional porque el concepto de propiedad y 

.el de inviolabilidad no contradicen el concepto de función social de la propiedad. Dependien­
do de la época y de las circunstancias económico-sociales así habrá de interpretarse una 
Constitución; decir lo contrario sería admitir que el legislador previo todas las posibilidades y 
todas las contingencias. • 

En opinión de Ricardo Zeledón, de la lectura del art. 45 y del art. 69 sólo se puede ob­
tener la idea de una propiedad monolltica, contraria a la necesidad de una propiedad dinámi­
ca que se dirila a comprometerse con la idea de la justicia social, como quimérico ideal a con­
seguir a través de una reforma constitucional. Según este autor, las distintas legislaciones es­
peciales han dado respuesta a la omisión de visión por parte del constituyente del 49. En este 
sentido se coincidiría con el criterio de Pablo Rodríguez, conforme al cual, a la pregunta: 
lCuár propiedad es la que es inviolable?, sería el legislador quien ofrece más respuesta al 
crear distintas clases de propiedades. En este sentido, serian inviolables la propiedad agraria, 
forestal, urbanística, etc., y todas otras que el legislador quisiera crear amparado en quién sa­
be qué conceptos teóricos y qué conceptos pollticos y sociales. Como ejemplo particular, po­
dríamos pensar en la ley de Informaciones Posesorias que es bastante visionaria: No obstan-'. 
te,· al'.ln en ese momento de gran importancia (cuando se emitió esta ley) el legislador se mos­
tró tímido, como si el art. 45 estuviere observándolo con ojos de reclamo y desasosiego. 

No es necesario subrayar a<Jn más que la propiedad no ha tenido un significado unívo­
co; en sí misma acoge y designa muchas cosas. Un ánalisis amplio del ordenamiento jurídico • 
permite dudar de la unidad conceptual del principio de la propiedad. Tenemos también den• 
tro del panorama de estudio, que la propiedad ya no tiene sólo definición en el Código Civil. 
La legislación especial y las limitaciones de la propiedad en virtud del interés público parecen 
ser la rúbrica de nuestra época. El concepto de propiedad no se puede lograr en forma abso­
luta para todas buscar formas o modos de manifestación, de ahl que resulte científicamente 
preferible buscar los conceptos de las propiedades especiales (industrial, intelectual, agraria, 
arquelológica, etc.) en vez de un concepto de propiedad. Esto ayudaré a encontrar un con­
cepto más claro y práctico, en vez de uno abstracto como el que ha venido tratando de cons­
truir la doctrina en los últimos dos siglos. (5) 

Interesante es plantearse a esta altura del desarrollo de este pequei'lo ensayo, el asunto 
meridiano de si la propiedad como concepto que utiliza el Derecho Penal es diferente a la 
conceptualización que se usa en el Derecho Civil. Esta discusión es importante por cuanto 
nos permitirá probar (si es cierto) que el concepto de propiedad no es el mismo en todo el 
ordenamiento y luego nos per~itirá abordar la discusión del concepto aparentemente genéri­
co de propiedad del art. 45 {adelantandonos a esta discusión, podamos decir que el art. 45 
parece instituir en sí mismo la prohibición de las conductas antijurídicas dirigidas a disminuir 
o hacer imposible el derecho real de propiedad. Las limitaciones que ofrece la propiedad en 
las distintas legislaciones especiales por medio del legislador ordinario -y no por el legislador 
constituyente- y el contenido distinto de las propiedades especiales viene a estar legitimados 
por el poder que emana del Estado como regulador de las relaciones en una sociedad organi­
zada, por lo que no es descabellado pensar que sea aplicable establecer controles en las im­
portantísimas relaciones del hombre con la cosa). 

Para poner el asunto de manera clara y con ejemplos, veamos el problema ~•I hurto y 
de la apropiación a la posesión, es decir, hemos de investigar el camino que siguió el autor 
hasta que se surgió:en el lugar del legítimo dueflo. Jurisprudencialmente en nuestro país ha 
quedado claro que para que se-configure la apropiación indebida (art. 223) es necesario_ que 

(5) Zaled6n (Ricardo), En Busca da un Nuevo Concai,to de Propiedad, en Antología da Temas v Juris• 
prudencia de Derechos Reales, San José, Facultad da Derecho da la Univanidad da Costa Rica, 
1984, pp. 181-186. 
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la cosa esté en posesión del que despué~ se la apropie, mientras que en el hurto el sujeto tiene 
que poseer antes para que luego el sujeto activo de este tipo pueda desposeerlo ilegítimamen­
te. Ya sabemos que en sede civil el concepto de posesión recibe los más disimiles tratamien." 
tos, sin haberse llamado a sosiego la doctrina sobre la propia naturaleza de esta institución 
debatiéndose aún entre el hecho y el d~recho. En fin, puede mantenerse sobre el concepto d; 
la posesión las más diversas posiciones. 

El orden de trabajo del Derecho Penal parece exigirnos un concepto de posesión dife­
rente al que nos ofrece el derecho civil si pensamos en el problema desde el punto de vista de 
cierto caracter "realista" del Derecho Penal. 

El Derecho Civil hace algunas ficciones: la posesión civilísima Y presunciones doctrina­
les que no nos ayudarían a fundamentar un tratamiento ~is _severo co~ respecto al hurto 
con respecto a la apropiación indebida, ·por ejemplo. Para B1nd1ng, para citar a alguien en es­

. te sentido, lo característico de la posesión penal consiste en ser adquirida por un acto voliti­
. vo que expresa. coetánemente, la voluntad de ejercitar un poder fáctico sobre la cosa y hace 

imposible la actuación al mismo tiempo de otra voluntad de señorío sobre ella. Ni la mera te­
_nencia: ni la custodia o vigilancia son suficientes para fundamentar la posesión penal. Sin ern­
_bargo. aparentemente, este ejercicio intelectual parece innecesario desde el punto de vista d 
que lo que en realidad ocurre. El tipo de hurto exige una serie de actos (o un solo acto) e 
haga que el sujeto poseedor se;vea desposeído de lo ~u~ es "legíti~~men~e" suyo; la p:~~ 
seión en el sentido penal no sería más que un requerimiento de acc1on mas que un requ . 
mento de concepto: el sujeto activo del tipo de. hurto alcanza al seffor(o sobre la cosa, se~ri: 
río fáctico, si se quiere, pero en todo caso es una disponibilidad material de la cosa. lSerá 0 

to un elemento subjetivo qUe deba añadirse al corpus para que surja aquella posesión? ~s­
pregunta es válida si aceptamos que el Derecho Penal está construyendo su propio conce ª 
de posesión. Si no creemos que este ejercicio intelectual y jugamos de dificultosos, POde Pto 
decir entonces que, las pugnas de Savigny sobre el señorío de hecho del ladrón no tienen ~os 
poco sentido como se nos ha querido enseñar en doctrina. La verdad que debemos enfre an 
es que hay una voluntad de manipular la cosa disponiendo de hecho de ella. El Oerech "ptar 
nal que está construyendo sus concpetos nos_ diría que se reputan poseedores, por eiemp~ e­
ayudante de oficina al que se le entrega una caja que contiene un valioso objeto para qu 0

• el 
entregado en el correo, o la persona que lleva un billete de otro a hacerle una diligenc·ª sea 
ladrón que quiera apropiarse de la caja y del billete lógicamente estará violentando la p/ª· _El 
dad y lo que podríamos llamar la posesión de hecho de otro, que no es el propietario 

O 
ºP•e-

sión penal. De ahí la penalidad mayor para el hurto. • Pose-· 
lEs el concepto de propiedad diferente en el Derecho Penal? De ser cierto, ltien 

implicaciones en cuanto a la tutela penal de la propiedad como relación importante y e ~st0 

a una valoración normativa? El asunto no es tan extremo como se quiere ver. Los 2l~!eta 
que pretenden tutelar la propiedad no sólo hacen referencia a las distintas ramificacion •:os 
derecho real de propiedad (uso, disfrute, goce y dispisici6n), sino que también introduces el 
1 

' 

• . . en un e amento nuevo a tomar en cuenta que ser a cierto caracter pecuniario que se encuent b 
jetivamente en el tipo. Por ejemplo, los incisos 1 y 2 del art. 212 (robo simple) que elera 0

1 
• 

pena según corresponda si la suma de lo rabado es mayor o menor de los tres mil co~an 8 

Entonces podríamos decir que no sólo se está protegiendo el ejercicio de un derecho re 0
1
"ª~· 

no que también se le está dando cierto valor pecuniario, si bien no al derecho, sino a laª' SI• 

sobre la que recae el derecho de propiedad. Este orden de ideas no nos aparta, si el lect cosa 
d d I b• • dí 1 • • • 11 . or se a cuenta, e o 1et1vo que preten amos a in1c10 y que nos eva siempre irremediablement 
y de manera algo ingenua al art. 45 constitucional y a la inviolabilidad de la propiedad. e 

Como adelantáramos más atrás, el 45 parece el punto de partida para dirigirnos 1 
creación de los tipos que tutelan la propiedad: no violarás la propiedad de otro; si lo h:ce ª 
serás sancionado. Esta parece ser la construcción unitaria de los delitos contra la propiedad s 
parecida en plgo a la construcción básica del tipo globalizante de las prohibiciones vertidas e~ 
el Código Penal: "quien se comporta de modo groseramente contrario a la sociedad, será pe-
nado. • 

Este ·'no violarás la propiedad de otro" oarece incluir no sólo el respeto a la propiedad, 
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sino también, cierto respecto al patrimonio (conformado por los activos y pasivos). No obs­
tante, ya vimos que un ataque directo a los activos y pasivos de una vez es muy difícil, por lo 
qüe la infracción se dirigida sobre uno de los dos aspectos. El derecho penal está desvaloran­
do un resultado (nunca parcialmente); esto se traduce en una afectación al bien jurídico (por 
efectiva lesión o por peligro). El Derecho Penal como orden discontinuo de ilicitudes preten­
de señalarnos algunas conductas que el legislador quiere que no se realicen. Trasladando la 
problemática al título de los delitos contra la propiedad, nos damos cuenta que los puntos 
separados de protección hacen referencia a una fragmentación, nunca a querer totalizar todas 
las conductas violatorias. El Derecho Penal está seleccionando aquellas conductas antijurídi­
cas en las que el requerimiento de la seguridad jurídica no se satisface sólo con la simple re­
paración del jerjuicio, sino_ qu.~ «:!~~ancla.una ~sp~ial acción preventiva. 

- . , - .. :,,- - ,-

lOué sentido tiene buscar el bien jurídico tu~elado en los delitos contra la propiedad? 
Zaffaroni contesta esta pregunta: el bien jurídico cumple una función garantizadora o limita­
dora de la tarea del legislador penal, y también cumple una función teleológica-sistemática, 
de fundamental importancia.~ar~ r~d~Ci.~.!-~l:!~.d!!bidos líi:nites la mater.ia de p~ohib.ición. 

De tal forma que no ha sido vano esta trabajo que de alguna manera trata de deslindar 
los problemas del concepto de propiedad Y los tipos que tutelan este concepto en el Código 
Penal.. 

En lo que interesa ha demostrado la posición de Pablo Rodríguez ser coherente con lo 
que hemos estudiado en este curso experimental, lo que hace falta, o más vien hacía falta, 
era darle la necesaria correlación con el problema penal. Creemos'haber deslindado el proble­
ma y haber señalado para quién es un problema. que parece ser un nuevo requisito metodoló­
gico de investigación y análisis. 

A manera de recapitulación Y resumen podríamos poner un último ejemplo, el art. 225 
(usurpación). Este tipo podríamos señalarlo como característico de los que tutelan la pro­
piedad o la posesión (vista como tenencia de la cosa); el asunto importante radica (al menos 
en el inciso primero) en que hay una necesaria referencia al Derecho Civil para definir el de­
recho real de uso, usufructo, habitación, servidumbre, etc., ya que estos derechos reales son 
presupuestos en la medida de que han de hallarse en manos de la víctima del despojo. La ac• 
ción ejecutiva del tipo consiste en despojar: en un inmueble la lógica nos lleva a coincidir con 
Soler en que este despojo ha de producirse por medio de invasión, permanencia o expulsión; 
ya que el bien no puede llevarse hay que sacar al propietario de su posesión. El inciso• 1 hace 
referencia a un interesante medio que es el "engaño". El que el tipo objetivo requiera este 
medio no nos debe llevar a confundir este tipo con el de estafa. El engaño en el art. 225 le­
siona la posesión o tenecia de la cosa inmueble, privando del goce del derecho, pero no del 
derecho del sujeto sólo materialmente despojado. Y aquí está la naturaleza real a la que hace 
referencia este tipo y la necesaria correlación de conceptos que debe existir entre lo exigido 
en el tipo y la labor de contenido que tiene que darle el Derecho Civit Con esto queremos 
decir que el Derecho Penal no puede construir sus propios conceptos porque en cierta medí· 
da se estaría aislando del resto del sistema Y perdería la necesaria correlación del sistema. Si 
esto ocurriera, el juzgador estar•ra observando las relaciones sociales con una óptica propia 
del Derecho Penal que no siempre coincidiría con la realidad objetiva desde que existen otras 
formas de regular las relaciones entre los hombres de la misma naturaleza normativa que el 
Derecho Penal, de ahí que el juzgador y el aplicador de la ley penal debe concer el Derecho, 
como un todo. ya que su formación así se lo exige. Esto es cierto, sobre todo, en la aplica· 
ción de los 23 tipos corresn#~-iientes al Titulo VII de los delitos contra la propiedad. 
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